
Exposición de Motivos Ley Marco para Prevenir, Sancionar y 
Combatir la Trata de Personas 

Dado que el Parlamento Latinoamericano es un organismo regional, que tiene como principio inalterable 
la integración latinoamericana  y caribeña entre sus objetivos el de estudiar, debatir y formular políticas 
de solución a los problemas sociales de la comunidad latinoamericana, resulta el espacio natural desde el 
cual se impulse esta Ley Marco para prevenir, sancionar y combatir la trata de personas. 

La Trata de Personas es el nombre que organismos internacionales, gobiernos y organizaciones no 
gubernamentales consideran para las formas de esclavitud del siglo XXI. 

Es un atentado contra la libertad y la dignidad de las personas que se prolonga en el tiempo y lucra con 
voluntades y vidas ajenas. Que mediante el abuso y la tortura degrada a sus víctimas de la condición 
humana y las cosifica, vaciándolas de su integridad física y emocional. 

Es una amenaza permanente a individuos y sociedad que, por un lado, en el plano de lo individual tiene 
un impacto devastador sobre sus víctimas, que sufren abusos físicos y emocionales. Por otro, en el plano 
social, afecta el bienestar de las comunidades y la seguridad de los países que la padecen. 

Es una agresión a la humanidad que ninguna sociedad debe aceptar y a nadie debiera dejar indiferente. Un 
fenómeno que, por muchas razones se ha convertido en uno de los negocios más redituables para la 
delincuencia, solo abajo del tráfico ilegal de narcóticos y de armas: produce ganancias anuales que 
alcanzan aproximadamente los 42 mil millones de dólares, equivalentes al 0.06 por ciento del PIB 
mundial. 

Las mujeres, niños y adolescentes víctimas de trata enfrentan factores de vulnerabilidad que facilitan ser 
víctimas de este delito, entre los que destacan: pobreza, falta de oportunidades económicas, bajo nivel 
educativo, desempleo, inequidad, desamparo, falta de registro de nacimiento, desastres humanitarios, 
conflictos armados, así como la demanda de explotación sexual y la mano de obra barata en especial en 
poblaciones indígenas asequibles a sufrir este delito. 

La UNICEF estima que cada año 1.2 millones de niños son víctimas de este flagely, de acuerdo con cifras 
de la Organización de las Naciones Unidas, al menos 27 millones de personas en todo el mundo han sido 
víctimas de explotación laboral, sexual o comercial en los últimos 25 años; 

Como fenómeno ha sido conocido por muchas culturas durante casi toda la historia de la humanidad. 
Como problema social y delito, se le comenzó a reconocer a principios del siglo pasado, cuando los países 
europeos firmaron en 1904 el Acuerdo Internacional para la Supresión del Tráfico de Trata de Blancas, 
cuyos conceptos fueron evolucionando hasta el año 2000 se le reconoció como un delito doloso cuyo tipo 
penal fue construido con fines de aplicación mundial en el Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar 
la Trata de Personas, Especialmente Mujeres y Niños, que complementa la Convención de las Naciones 
Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, mejor conocido como Protocolo de Palermo, en 
el que se establece una definición internacional consensada de las conductas, medios y fines que 
constituyen este delito en su diferentes modalidades. 

La Trata de Personas se presenta en formas diversas que la hacen difícil de tipificar como delito 
específico dentro de un mismo cuerpo normativo, de un mismo tipo penal e incluso de una misma materia 
jurídica. Pero todas sus formas tienen en común ser conductas que se orientan a reducir a las personas a la 
calidad de mercancías, sujetas a la oferta y la demanda de mercados clandestinos controlados por mafias 
del crimen organizado que, normalmente, trasladan a las víctimas dentro o fuera de un país, para luego 
someterlas a condiciones de explotación obligándolas a trabajar contra su voluntad, controlando su 
libertad y cancelando sus expectativas personales. 

Este delito tiene relación directa con flujos migratorios crecientes, que se despliegan de las áreas rurales a 
las urbanas y de países en vías de desarrollo. En todos los casos, personas en busca de mejores 



oportunidades de vida o por mera sobrevivencia, huyendo de condiciones como pobreza; desempleo; 
acceso precario a la educación o falta de ella; falta de oportunidades de desarrollo; degradación de 
valores; conflictos familiares; crisis políticas, económicas, sociales o humanitarias; desastres naturales, o 
demandas de ciertos sectores para satisfacer deseos o aprovechar indebidamente su fuerza laboral. 

A su vez, el incremento de la migración internacional se ha aparejado a políticas cada vez más restrictivas 
de los países receptores, con lo cual no se resuelven los problemas de flujo que se trata de combatir, pero 
si se aumenta de manera significativa el número de migrantes indocumentados, que se convierten en 
fáciles presas de la Trata de Personas. 

La vinculación de este delito con fenómenos sociales como la migración, las condiciones de precariedad y 
desigualdad, la degradación de valores y la delincuencia organizada, dificultan las relaciones entre países 
que la padecen y dentro de éstos generan o agravan tensiones que dificultan su combate, que en el ámbito 
internacional exige acciones coordinadas y en cada país, la participación, concatenación de esfuerzos y 
cooperación de todos los sectores sociales con las autoridades de las distintas ramas y órdenes de 
gobierno para prevenir, proteger y asistir a las víctimas y para terminar con la impunidad que alienta la 
expansión de este flagelo. 

Las insuficiencias en el orden jurídico para enfrentar la Trata de Personas en su complejidad y los 
compromisos internacionales contraídos, hicieron necesario reformar la legislación y crear un cuerpo 
normativo específico que en su momento incluyera disposiciones de prevención, un sistema persecutorio 
y punitivo mejor organizado, así como la atención y protección a las víctimas. 

El Protocolo de Palermo es el antecedente directo para la elaboración del proyecto de esta Ley Marco, 
cuyo objetivo es tutelar, como bien jurídico superior, el libre desarrollo de las víctimas y posibles 
víctimas, residentes o trasladadas al territorio nacional y en el exterior, atenderlas, protegerlas y brindarles 
asistencia, independientemente de la ascendencia u origen nacional o étnico que tengan o anulen o 
menoscaben, directa o indirectamente el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de 
los derechos humanos y libertades fundamentales. 

Es necesario avanzar en los ordenamientos jurídicos de cada uno de los países que integran el Parlamento 
Latinoamericano, hacia un marco legal que permita generar políticas y procedimientos eficaces para 
prevenir este delito, tipificarlo, perseguirlo y sancionarlo; para prestar atención, protección y asistencia a 
las víctimas; para tener una distribución clara de facultades y competencias de las tres ramas y órdenes de 
gobierno y sus relaciones con las organizaciones de la sociedad civil; el financiamiento de las acciones y 
reglas básicas de equidad en esta lucha, así como atender las recomendaciones de la Organización de las 
Naciones Unidas previstas en el documento Model Law Against Trafficking in Persons y la Comisión 
Interamericana de la Mujer de la Organización de Estados Americanos. 

Por lo anteriormente expuesto, el Parlamento Latinoamericano en ejercicio de sus atribuciones promueve 
y recomienda la siguiente: 

LEY MARCO PARA PREVENIR, SANCIONAR Y COMBATIR LA TRATA DE PERSONAS 

 


